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2. LA PROHIBICIÓN DE TORTURA Y OTROS TRATOS CRUELES INHUMANOS          
O DEGRADANTES 

La Corte IDH en su jurisprudencia ha establecido que la prohibición de la tortura (en todas sus formas) es una 
norma de ius cogens. En este sentido, ha profundizado en la inderogabilidad de la norma y en su vigencia en todas las 
circunstancias (incluyendo amenazas a la seguridad nacional, guerras, estados de emergencia, entre otros).

2.1. La prohibición de tortura como norma de ius cogens e inderogabilidad 

Caso “Instituto de Reeducación del Menor”. Sentencia de 2 de septiembre de 200428.

157. Por otro lado, el derecho a la integridad personal es de tal importancia que la Convención Americana lo protege 
particularmente al establecer, inter alia, la prohibición de la tortura, los tratos crueles, inhumanos y degradantes 
y la imposibilidad de suspenderlo durante estados de emergencia. 

Caso Tibi vs. Ecuador. Sentencia de 7 de septiembre de 200429.

143. Existe un régimen jurídico internacional de prohibición absoluta de todas las formas de tortura, tanto física como 
psicológica, régimen que pertenece hoy día al dominio del ius cogens.  La prohibición de la tortura es completa 
e inderogable, aun en las circunstancias más difíciles, tales como guerra, amenaza de guerra, lucha contra el 
terrorismo y cualesquiera otros delitos, estado de sitio o de emergencia, conmoción o conflicto interior, suspensión 
de garantías constitucionales, inestabilidad política interna u otras emergencias o calamidades públicas.  

Caso Lori Berenson Mejía vs. Perú. Sentencia de 25 de noviembre de 200430.

100. Este Tribunal ha indicado que la tortura y las penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes están estrictamente 
prohibidos por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos.  La prohibición de la tortura y las penas 

28 Los hechos del presente caso transcurrieron dentro del Instituto “Panchito López”, el cual era un establecimiento en el que permanecían internos aquellos 
niños que estuvieran en conflicto con la ley. El instituto no contaba con la infraestructura adecuada para un centro de detención, situación que se agravó 
en la medida que la población superó la capacidad máxima de éste.

 Asimismo, las condiciones en las que vivían los internos era precarias: las celdas eran insalubres, los internos estaban mal alimentados y carecían de 
asistencia médica, psicológica y dental adecuada. Muchos de ellos carecían de camas, frazadas y/o colchones. Asimismo, el programa educativo del 
Instituto era deficiente. Adicionalmente, no se contaba con un número adecuado de guardias en relación con el número de internos, y los que estaban 
hacían uso de castigos violentos y crueles con el propósito de imponer disciplina. 

 Tres incendios ocurrieron en el centro: en febrero de 2000, febrero de 2001 y julio de 2001. Ello provocó las lesiones de algunos internos y la muerte de 
otros. Después del tercer incendio, el Estado cerró definitivamente el Instituto. Se iniciaron procesos civiles por indemnización de daños y perjuicios y se 
abrió un proceso penal, como consecuencia de los sucesos acontecidos. No obstante, no se realizaron mayores gestiones ni investigaciones.

29 Los hechos del presente caso se refieren al señor Daniel Tibi, ciudadano francés de 36 años que residía en Ecuador y se dedicaba al comercio de piedras 
preciosas y arte ecuatoriano. El 27 de septiembre de 1995, agentes de la INTERPOL del Guayas, detuvieron al señor Daniel Tibi por presuntamente estar 
involucrado en el comercio de droga.

 Cuando se realizó su arresto, los policías no le comunicaron los cargos en su contra. Se le informó que se trataba de un “control migratorio”. El señor Tibi 
permaneció bajo detención preventiva, en forma ininterrumpida, en centros de detención ecuatorianos,  desde el 27 de septiembre de 1995 hasta el 21 de 
enero de 1998, cuando fue liberado. 

 Durante su detención, en marzo y abril de 1996, en un centro penitenciario, el señor Daniel Tibi fue objeto de actos de tortura y amenazado por los 
guardias de la cárcel, con el fin de obtener su autoinculpación. Durante su permanencia en la cárcel, el señor Daniel Tibi fue examinado dos veces por 
médicos ecuatorianos designados por el Estado. Estos verificaron que sufría de heridas y traumatismos, pero nunca recibió tratamiento médico ni se 
investigó la causa de sus padecimientos. Durante su detención interpuso dos recursos de amparo y una queja, los cuales no prosperaron.

30 Los hechos del presente caso se inician el 30 de noviembre de 1995, cuando la señora Lori Berenson Mejía fue detenida por miembros de la Dirección 
Nacional Contra el Terrorismo (DINCOTE) de la Policía Nacional del Perú y llevada al local de la DINCOTE. En ese lugar fue interrogada por su 
presunta vinculación con miembros del Movimiento Revolucionario Túpac Amaru (MRTA). Durante los interrogatorios y las diligencias de registro que 
se realizaron en su domicilio no estuvo presente el abogado de la señora Berenson y tampoco se le informaron los cargos en su contra.El 15 de diciembre 
de 1995 se le tomó declaración instructiva en el fuero militar. El 8 de enero de 1996, tres días antes de que el juez militar dictara la sentencia en contra 
de la testigo, ésta fue exhibida ante la prensa nacional como cabecilla del MRTA. El 2 de enero de 1996 el Juez Instructor Militar dio por concluida la 
investigación, y el mismo día el Fiscal Militar Especial del Ejército para casos de traición a la patria formuló la correspondiente acusación. El 11 de enero 
de 1996 se celebró el juicio militar de la señora Berenson ante un tribunal militar “sin rostro”. El juicio duró un par de horas y consistió únicamente en 
la lectura de la sentencia. Por tanto, mediante dicha sentencia se condenó a la señora Berenson como autora del delito de traición a la patria otorgando 
la pena privativa de libertad de cadena perpetua, en aplicación de la legislación penal antiterrorista contenida en los Decretos Leyes No. 25475 y 25659. 
Luego de la condena en el juicio militar, la señora Berenson fue enviada a la cárcel de mujeres de Chorrillos, donde permaneció seis días, y de ahí fue 
trasladada al penal de Yanamayo (Puno), donde permaneció desde el 17 de enero de 1996 hasta el 7 de octubre de 1998. En Yanamayo fue sometida al 
régimen de aislamiento celular continuo durante un año y tuvo varios problemas de salud como consecuencia de la altitud, la mala alimentación que 
recibía y el frío de la zona. Finalmente, el 21 de diciembre fue transferida al penal de Huacariz.

 El 28 de agosto de 2000 se inició un nuevo juicio en el fuero penal ordinario. El 20 de junio de 2001 la Sala Nacional de Terrorismo emitió sentencia 
mediante la cual declaró que, al no haberse logrado plena certeza de que la señora Berenson haya llegado a asociarse y ser parte integrante de la 
organización del MRTA, se la condenaba por delito de terrorismo, en la modalidad de actos de colaboración, a 20 años de pena privativa de libertad. El 
13 de febrero de 2002 la Corte Suprema de Justicia del Perú confirmó la sentencia.
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o tratos crueles, inhumanos o degradantes es absoluta e inderogable, aun en las circunstancias más difíciles, 
tales como guerra, amenaza de guerra, lucha contra el terrorismo y cualesquiera otros delitos, estado de sitio o 
de emergencia, conmoción o conflicto interior, suspensión de garantías constitucionales, inestabilidad política 
interna u otras emergencias o calamidades públicas.  En el mismo sentido: Caso García Asto y Ramírez Rojas 
vs. Perú. Sentencia de 25 de noviembre de 200531, párr. 222; Caso Penal Miguel Castro Castro vs. Perú. 
Sentencia de 25 de noviembre de 200632, párr. 271; Caso Quispialaya Vilcapoma Vs. Perú. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2015, párr. 126. 

Caso Caesar vs. Trinidad y Tobago. Sentencia 11 de marzo de 2005.

58. Todos los instrumentos internacionales de derechos humanos de alcance general, sean de carácter regional 
o universal, contienen preceptos de contenido similar al artículo 5 de la Convención Americana.  Dichos 
preceptos generales se complementan con la prohibición expresa de la tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes previstos en los instrumentos internacionales específicos y, para efectos del presente 
caso, la prohibición de la imposición de penas corporales. 

Caso Ximenes Lopes vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio de 2006.

126. A su vez, la Convención Americana reconoce expresamente el derecho a la integridad personal, bien jurídico 
cuya protección encierra la finalidad principal de la prohibición imperativa de la tortura y penas o tratos 
crueles, inhumanos o degradantes.  Este Tribunal ha considerado de forma constante en su jurisprudencia que 
dicha prohibición pertenece hoy día al dominio del ius cogens.  El derecho a la integridad personal no puede ser 
suspendido bajo circunstancia alguna.  En el mismo sentido: Caso Familia Barrios vs. Venezuela. Sentencia 
de 24 de noviembre de 2011, párr. 50.

Caso de la Masacre de la Rochela vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de mayo de 200733.

132. La Corte recuerda que la tortura y las penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes están estrictamente 
prohibidos por el Derecho Internacional. La prohibición absoluta de la tortura, tanto física como psicológica, 
pertenece hoy día al dominio del jus cogens internacional. Dicha prohibición subsiste en cualquier circunstancia.

31 Los hechos del presente caso se inician cuando el señor Wilson García Asto es detenido el 30 de junio, sin que mediara previa orden judicial o flagrante 
delito. El atestado policial manifestó que se había encontrado propaganda terrorista en su poder y documentos de uso exclusivo del grupo armado 
Sendero Luminoso en su computadora. 

 El señor Wilson García Asto fue acusado del delito de terrorismo. El 18 de abril de 1996, fue condenado bajo un proceso con jueces “sin rostros”. 
Durante su detención, el señor García fue sometido a aislamiento celular, un régimen de visitas restringido, condiciones carcelarias no adecuadas y falta 
de atención médica. El 5 de agosto de 2004, en un proceso penal ordinario, se dictó sentencia absolutoria a su favor y al día siguiente éste recuperó su 
libertad. 

 El señor Urcesino Ramírez Rojas fue detenido el 27 de julio de 1991, en su domicilio, sin que mediara flagrante delito ni orden de detención previa. Se 
alegó que se encontraron documentos referidos al grupo armado Sendero Luminoso. El 9 de agosto de 1991, se abrió un proceso en su contra y se dictó 
mandato de detención. El 30 de septiembre de 1994, un tribunal “sin rostro” lo condenó por delito de terrorismo. El proceso fue declarado nulo el 24 de 
octubre del 2002, pero no se permitió su excarcelación, y se inició un segundo proceso en su contra por delito de terrorismo. Al momento de la sentencia 
emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el segundo proceso no había concluido y el señor Urcesino Ramírez se encontraba detenido.

32 Los hechos del presente caso se desarrollan en marco del conflicto armado en el Perú. Entre el 6 y 9 de mayo de 1992 el Estado peruano ejecutó un operativo 
denominado “Mudanza 1”, cuya presunta finalidad era el traslado de aproximadamente 90 mujeres recluidas en el centro penal “Miguel Castro Castro”, a 
centros penitenciarios femeninos.  La Policía Nacional derribó parte de la pared externa del patio del pabellón 1A utilizando explosivos. Simultáneamente 
los efectivos policiales tomaron el control de los techos del penal abriendo boquetes en los mismos, desde los cuales realizaron disparos con armas de 
fuego. Asimismo, los agentes estatales, policía y ejército utilizaron armas de guerra, explosivos, bombas lacrimógenas, vomitivas y paralizantes en contra 
de los internos. Finalmente, el ataque se produjo con cohetes disparados desde helicópteros, fuego de mortero y granadas.  La operación generó la muerte 
de decenas de internos, así como de muchos heridos. Los internos sobrevivientes fueron objeto de golpes y agresiones.  Muchos de los heridos fueron 
mantenidos sin atención médica por varios días y los heridos que fueron trasladados al hospital no recibieron los medicamentos ni la atención médica 
que requerían.

33 Los hechos del presente caso ocurrieron el 18 de enero de 1989, en la localidad de la Rochela, cuando quince miembros de una comisión judicial se 
dirigían hacia la localidad de La Rochela. Dicho grupo tenía la misión de investigar las ejecuciones cometidas en perjuicio de 19 comerciantes en dicha 
región.Las personas fueron interceptadas por un grupo paramilitar denominado “Los Masetos”. Ellos dispararon contra los vehículos en los que se 
encontraban los funcionarios de la comisión judicial. En razón de ello Mariela Morales Caro, Pablo Antonio Beltrán Palomino, Virgilio Hernández 
Serrano, Carlos Fernando Castillo Zapata, Luis Orlando Hernández Muñoz, Yul Germán Monroy Ramírez, Gabriel Enrique Vesga Fonseca, Benhur 
Iván  Guasca Castro, Orlando Morales Cárdenas, César Augusto Morales Cepeda, Arnulfo Mejía Duarte y Samuel Vargas Páez fallecieron. Sólo tres 
personas lograron sobrevivir.   A pesar de haberse interpuesto una serie de recursos, no se llegó a investigar efectivamente lo sucedido ni se pudo 
sancionar a los responsables.
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Caso Bueno Alves Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de mayo de 200734.

76. En primer lugar, la Corte reitera su jurisprudencia en el sentido de que la tortura y las penas o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes están estrictamente prohibidos por el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos. La prohibición absoluta de la tortura, tanto física como psicológica, pertenece hoy día al dominio del 
jus cogens internacional. Dicha prohibición subsiste aun en las circunstancias más difíciles, tales como guerra, 
amenaza de guerra, lucha contra el terrorismo y cualesquiera otros delitos, estado de sitio o de emergencia, 
conmoción o conflicto interno, suspensión de garantías constitucionales, inestabilidad política interna u otras 
emergencias o calamidades públicas.

77. Los tratados de alcance universal y regional consagran tal prohibición y el derecho inderogable a no ser 
torturado. Igualmente, numerosos instrumentos internacionales consagran ese derecho y reiteran la misma 
prohibición, incluso bajo el derecho internacional humanitario. 

 En el mismo sentido: Caso J. vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
27 de noviembre de 2013, párr. 304; Caso Espinoza Gonzáles vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2014, párr. 141.

Caso Familia Barrios vs. Venezuela. Sentencia de 24 de noviembre de 2011. 

51. De esta forma, se ha conformado un régimen jurídico internacional de prohibición absoluta de todas las formas 
de tortura, tanto física como psicológica, y respecto a esta última, se ha reconocido que las amenazas y el peligro 
real de someter a una persona a graves lesiones físicas produce, en determinadas circunstancias, una angustia 
moral de tal grado que puede ser considerada “tortura psicológica”.

Caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 
de octubre de 2012.

147. Por otra parte, la Convención Americana reconoce expresamente el derecho a la integridad personal, bien 
jurídico cuya protección encierra la finalidad principal de la prohibición imperativa de la tortura y penas o tratos 
crueles, inhumanos o degradantes. Este Tribunal ha considerado de forma constante en su jurisprudencia que 
dicha prohibición ha alcanzado el dominio del ius cogens. De esta forma, se ha conformado un régimen jurídico 
internacional de prohibición absoluta de todas las formas de tortura, tanto física como psicológica, y respecto 
a esta última, se ha reconocido que las amenazas y el peligro real de someter a una persona a graves lesiones 
físicas produce, en determinadas circunstancias, una angustia moral de tal grado que puede ser considerada 
“tortura psicológica”. […]  

148. Los derechos a la vida y a la integridad personal revisten un carácter esencial en la Convención. De conformidad 
con el artículo 27.2 del referido tratado, esos derechos forman parte del núcleo inderogable, pues no pueden ser 
suspendidos en casos de guerra, peligro público u otras amenazas a la independencia o seguridad de los Estados 
Partes. Por su parte, el Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra señala en su artículo 4 que “están y 
quedarán prohibidos en todo tiempo y lugar […] los atentados contra la vida, la salud y la integridad física o 
mental de las personas [que no participen directamente en las hostilidades, o que hayan dejado de participar 
en ellas], en particular el homicidio y los tratos crueles tales como la tortura y las mutilaciones o toda forma 
de pena corporal”. Resalta también que “[q]ueda prohibido ordenar que no haya supervivientes”. Además, 
especifica en su artículo 13 las obligaciones de protección de la población civil y las personas civiles, salvo 
si participan directamente en las hostilidades y mientras dure tal participación, al disponer que “gozarán de 
protección general contra los peligros procedentes de operaciones militares” y que “no serán objeto de ataque”.

149. [...] La jurisprudencia constante de esta Corte reconoce que las personas sometidas a privación de libertad que 
se encuentren bajo la custodia de cuerpos represivos oficiales, agentes estatales o particulares que actúen con su 
aquiescencia o tolerancia, que impunemente practiquen la tortura y el asesinato representa, por sí mismo, una 
infracción al deber de prevención de violaciones al derecho a la integridad personal.

150. El Tribunal reitera que revisten especial gravedad los casos en los cuales las víctimas de violaciones a los derechos 
humanos son niños y niñas, quienes son titulares de los derechos establecidos en la Convención Americana, 

34 Los hechos del presente caso se inician en 1988, cuando el señor Bueno Alves, uruguayo residente en Argentina, inició una transacción de compraventa 
inmobiliaria con la señora Norma Lage y el señor Jorge Denegri, la misma que finalmente se frustró. El señor Bueno Alves denunció a la señora Lage 
por estafa y amenazas. Asimismo, la señora Lage denunció al señor Bueno Alves por estada y extorsión.  El 5 de abril de 1988, el señor Bueno Alves y su 
abogado fueron detenidos. Asimismo, la oficina profesional de éste fue allanada y se incautó la grabación de la reunión de rescisión.  Todas estas acciones 
fueron realizadas por funcionarios de la División de Defraudaciones y Estafas de la Policía Federal de Argentina. El señor Bueno Alves fue objeto de 
maltratos mientras se encontró en la sede policial. A pesar de haber presentado una serie de denuncias, éstas fueron desestimadas.  
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además de contar con las medidas especiales de protección contempladas en su artículo 19, las cuales deben ser 
definidas según las circunstancias particulares de cada caso concreto. La adopción de medidas especiales para 
la protección de los niños y niñas corresponde tanto al Estado como a la familia, a la comunidad y a la sociedad 
a la que pertenecen, y éstas incluyen las referentes a la no discriminación, a la prohibición de la tortura y a las 
condiciones que deben observarse en casos de privación de la libertad de niños. 

2.2. Prohibición de tortura y penas corporales

Caso Caesar vs. Trinidad y Tobago. Sentencia 11 de marzo de 2005. 

67. La Corte Europea de Derechos Humanos ha sostenido que para que un trato sea considerado como inhumano 
o degradante y, en grado extremo, como tortura, debe alcanzar un mínimo nivel de severidad. La evaluación de 
este nivel mínimo es relativa y depende de las circunstancias de cada caso, tales como la duración del trato y de 
sus consecuencias físicas y mentales.

68. Por su parte, en el caso Celebici, la Cámara de Juicio del Tribunal Penal Internacional para la ex-Yugoslavia 
analizó estándares normativos del derecho internacional humanitario y de los derechos humanos, con base en 
los cuales definió trato inhumano o cruel como:

 […] un acto u omisión intencional, que […] juzgado objetivamente, es intencionado y no accidental, que causa 
graves sufrimientos o daños mentales o físicos, o constituye un serio ataque a la dignidad humana.

70. La propia jurisprudencia de este Tribunal así como de otros tribunales y autoridades internacionales, llevan a la 
Corte a concluir que existe una prohibición universal tanto de la tortura como de otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes, independientemente de cualquier codificación o declaración, por ser todos estos 
violatorios de normas perentorias de derecho internacional. Asimismo, la Corte es consciente de la creciente 
tendencia, a nivel internacional e interno, hacia el reconocimiento del carácter no permisible de las penas 
corporales, debido a su naturaleza intrínsecamente cruel, inhumana y degradante. Consecuentemente, un 
Estado Parte de la Convención Americana, en cumplimiento de sus obligaciones derivadas de los artículos 1.1, 
5.1 y 5.2 de dicha Convención, tiene una obligación erga omnes de abstenerse de imponer penas corporales, así 
como de prevenir su imposición, por constituir, en cualquier circunstancia, un trato o pena cruel, inhumano  
o degradante. 

71. En el presente caso, el señor Caesar fue sometido a un castigo corporal de flagelación, en aplicación de la 
sentencia emitida por la High Court de Trinidad y Tobago, en los términos de la Ley de Penas Corporales.  Esta 
ley autoriza a los tribunales internos a ordenar la aplicación de penas corporales contra cualquier delincuente 
varón condenado por determinados delitos, además de cualquier otro castigo que le sea aplicable, ya sea por 
flagelación con el “gato de nueve colas”, por latigazos con una vara de tamarindo, abedul u otros objetos, o “en 
cualquiera de los dos casos, cualquier otro instrumento que el Presidente puede aprobar periódicamente” […].

73. En atención a la regulación y aplicación de las penas corporales de flagelación en Trinidad y Tobago, la Corte 
considera que la naturaleza misma de éstas refleja una institucionalización de la violencia que, pese a ser 
permitida por la ley, ordenada por las autoridades judiciales y ejecutada por las autoridades penitenciarias, 
constituye una sanción incompatible con la Convención. Como tales, las penas corporales por medio de 
flagelación constituyen una forma de tortura y, en consecuencia, una violación per se del derecho de cualquier 
persona sometida a la misma a que se respete su integridad física, psíquica y mental, en los términos del artículo 
5.1 y 5.2 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma.  En consecuencia, la Ley de Penas 
Corporales debe ser considerada contraria a los términos del artículo 5.1 y 5.2 de la Convención Americana 
[...]. 

74. Aún cuando la Corte Interamericana no está autorizada u obligada por la Convención para pronunciarse 
sobre la compatibilidad de acciones individuales con la Convención Americana, es obvio que las conductas y 
decisiones de los funcionarios y agentes del Estado deben enmarcarse en dichas obligaciones internacionales. 
En el presente caso, en el cual la Ley de Penas Corporales de Trinidad y Tobago otorga a la autoridad judicial 
la opción de ordenar, en ciertas circunstancias, la imposición de penas corporales además del encarcelamiento, 
la Corte siente la obligación de dejar constancia de su profunda preocupación por el hecho de que el juez de 
la High Court tuvo a bien ejercer una opción que manifiestamente tendría el efecto de infligir una pena que 
no sólo constituye una violación ostensible de las obligaciones internacionales contraídas por el Estado bajo la 
Convención, sino que es además universalmente estigmatizada como cruel, inhumana y degradante.

77. El dolor y el daño físico causados por la flagelación fueron exacerbados por la angustia, el estrés y el miedo 
padecidos durante el período en que el señor Caesar estuvo esperando su pena corporal en la cárcel. Más aún, 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2017 Corte Interamericana de Derechos Humanos 
http://www.corteidh.or.cr/

Libro completo en: https://goo.gl/qg4JKs



18

INTEGRIDAD PERSONAL

en tres o cuatro diferentes ocasiones fue expuesto al sufrimiento de otros reclusos sometidos a penas  similares.  
[…] 

78. De esta manera, el señor Cesar fue sometido a la amenaza de un abuso físico inminente y fue intencionalmente 
forzado a presenciar los efectos de dicha pena en otros reclusos, lo que le ocasionó angustia y miedo severos. 

79. Asimismo, la Corte comparte la opinión de la Comisión de que la sentencia fue ejecutada de forma tal que 
humilló gravemente al señor Caesar, ya que fue flagelado al menos frente a seis personas y atado desnudo “en 
forma de águila extendida” a un artefacto de metal que lo inmovilizó mientras era golpeado

88. En los párrafos anteriores, la Corte ha declarado que la pena corporal por flagelación, según ha sido examinado 
en el presente caso, debe ser considerada como una forma de tortura y, por lo tanto, contraria per se al artículo 5.1 
y 5.2 de la Convención y a normas perentorias de derecho internacional […]. Además, la Corte es consciente de 
las circunstancias que rodearon la imposición de la pena corporal del señor Caesar, tales como: la humillación 
extrema causada por la flagelación en sí; la angustia, el estrés y el miedo sufridos mientras esperaba su castigo 
en prisión, período que fue caracterizado por una demora excesiva; así como el hecho de haber presenciado el 
sufrimiento de otros prisioneros que habían sido flagelados. La extrema gravedad y el grado de intensidad del 
sufrimiento físico y mental que estas circunstancias provocaron en el señor Caesar, serán consideradas por la 
Corte al momento de fijar las reparaciones pertinentes […].

3. DEFINICIÓN Y ELEMENTOS DE LA TORTURA 

Uno de los aspectos más interesantes de la jurisprudencia interamericana es su evolución en cuanto a los 
elementos que constituyen un acto que pueda ser calificado como tortura. Para conformar el concepto actual de tortura 
y sus elementos, la Corte IDH se ha referido a la Convención Americana, su propia jurisprudencia y a los desarrollos 
de otros órganos de protección de derechos humanos, así como los enunciados normativos de los instrumentos 
internacionales que la prohíben.

3.1. Elementos de la tortura

Caso Bámaca Velásquez vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de noviembre de 200035.

156. De acuerdo con el artículo 1 de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos 
o Degradantes, la tortura implica que se inflijan a una persona penas o sufrimientos físicos o mentales 
deliberadamente dirigidos a intimidar, castigar, investigar o prevenir crímenes, penar su comisión o con 
cualquier otro fin.

157. La Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura define ésta en su artículo 2, como todo acto 
realizado intencionalmente por el cual se inflijan a una persona penas o sufrimientos físicos o mentales, con 
fines de investigación criminal, como medio intimidatorio, como castigo personal, como medida preventiva, 
como pena o con cualquier otro fin.  Se entenderá también como tortura la aplicación sobre una persona de 
métodos tendientes a anular la personalidad de la víctima o a disminuir su capacidad física o mental, aunque 
no causen dolor físico o angustia psíquica.

 Y agrega:
 No estarán comprendidos en el concepto de tortura las penas o sufrimientos físicos o mentales que 

sean únicamente consecuencia de medidas legales o inherentes a éstas, siempre que no incluyan la 
realización de los actos o la aplicación de los métodos a que se refiere el presente artículo.

35 Los hechos del presente caso se enmarcan dentro de la práctica del Ejército de capturar guerrilleros y mantenerlos en reclusión clandestina a efectos de 
obtener, mediante torturas físicas y psicológicas, información útil. El 12 de marzo de 1992 se produjo un enfrentamiento armado entre combatientes de 
la guerrilla pertenecientes al Frente Luis Ixmatá y miembros del Ejército en el Municipio de Nuevo San Carlos, Departamento de Retalhuleu. En dicho 
enfrentamiento fue capturado Efraín Bámaca Velásquez. 

 Los captores trasladaron a Efraín Bámaca Velásquez, quien estaba herido, a un destacamento militar. Durante su reclusión en dicho centro, permaneció 
atado y con los ojos vendados, y fue sometido a numerosos maltratos durante su interrogatorio. La última vez que fue visto el señor Bámaca Velásquez 
se encontraba en la enfermería de una base militar atado a una cama de metal.

 Como resultado de los hechos del presente caso, se iniciaron varios procesos judiciales. No obstante, no se realizaron mayores investigaciones ni se 
sancionaron a los responsables.
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